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Entidades públicas pueden elaborar planes reguladores

Escrito por Krissia Morris Gray   
 En zonas marítimo terrestres, si municipalidades están imposibitadas

•  La PGR determina que los gobiernos locales deben fiscalizar la confección a fin de garantizar transparencia en el proceso
El INVU es del criterio que sólo las municipalidades pueden hacer los planes reguladores en las ZMT y no las entidades públicas. A criterio de la Procuraduría General de la República (PGR), las entidades públicas del Estado y firmas autorizadas, pueden elaborar planes reguladores en las zonas marítimo terrestres (ZMT) o costeras, siempre y cuando se logre demostrar que el ayuntamiento está imposibilitado de hacerlo, pero para permitir que terceros participen, se debe abrir un proceso de licitación, establecer el diseño de requerimientos específicos y debe estar bajo la fiscalización del ayuntamiento las etapas de su desarrollo, para garantizar la transparencia. 

La aclaración surge ante una consulta efectuada por  el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU) que considera que según la Ley de Planificación Urbana, las instituciones públicas no están en capacidad de asumir la confección de planes reguladores para la planificación y el desarro-llo socioeconómico del país.

La aclaración es debido a que la Universidad de Costa Rica (UCR), en conjunto con una municipalidad confeccionaron un plan regulador para una ZMT, aspecto que para el Instituto Costarricense de Turismo (ICT) no hubo delegación de competencias cuando los ayuntamientos por su falta de capacidad técnica y financiera adquieren servicios técnicos particulares para  elaborar los planes reguladores.

Para la PGR, el Estado puede permitir a un ente público menor administrar los recursos que por Constitución Política y otras leyes se le otorgan, sin que dejen de formar parte de su patrimonio o aquéllos estén exentos del poder público regulador y de la tutela administrativa del primero, lo cual no contraria el principio de autonomía municipal

Para justificar su respuesta, la PGR señala que en el artículo 1º de la Ley sobre la zona marítimo terrestre, señala que  que la ZMT es propiedad inalienable e imprescriptible del Estado que su protección y la de sus recursos naturales es obligación del mismo, por lo que tanto sus instituciones  y los habitantes del país están sujetos a dicha ley.

 

Bajo exigencia


La PGR de muy clara al indicar que previo al otorgamiento de concesiones en la ZMT, las mismas deben estar sujetas a la planificación contenida en el plan regulador respectivo y sobre el particular detalla el informe que “la municipalidad podrá contratar la confección de determinados estudios o proyectos de planificación, con el Instituto o firmas particulares especializadas”.

Sobre el particular la PGR señala  que “ese régimen de contratación debe entenderse bajo la exigencia de que son las municipalidades las que deciden sobre el ordenamiento territorial. Además, la obtención de las herramientas de planificación a través de insumos estatales es prioritaria y sólo bajo el supuesto comprobado de su imposibilidad, podrían adquirirse a través de terceros bajo el mecanismo licitatorio, el diseño de requerimientos específicos, y siempre con fiscalización institucional en las etapas de su desarrollo”.

“Luego, las donaciones particulares deben contabilizarse en el presupuesto de la corporación municipal, sin condiciones, ni incidencia en el proceso licitatorio (...). La donación en especie, como sería la entrega del propio plan regulador, no es factible para ese efecto. Para ello, el municipio y las instituciones estatales deben poner en práctica medidas para garantizar la transparencia de los fondos y evitar el conflicto de intereses”, señala la PGR.
